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ANEXO 
HOJA DE VIDA  

 
DATOS PERSONALES 
 

Postulante a: Tribunal Supremo de Justicia 
 

 
Fotografía:  
 
 

 
 
 
 
 
 
 

Nombre(s): Norma 

Apellido(s):   Velasco Mosquera 
 

Género (F): 
 

Femenino 

Fecha de nacimiento: 16 de junio de 1976 
 

Lugar de nacimiento: -Potosí-Charcas-Huaraca 
 

Edad:  
 

47 años 
 

Nº de Cédula de Identidad 
 

3555624 – Or.  
 

Localidad/Departamento 
de residencia actual: 

Nuestra Señora de La Paz del Departamento de 
La Paz 
 

Auto identificación:  
 

Indígena Originario Campesino – Quechua 
 

Idiomas:  
 

Castellano - Quechua 
 

Departamento por el que 
postula: 

 Potosí 
 

Correo electrónico:  
 

normavelasco125@gmail.com 
 

Teléfono de contacto: 
 

67115777 
 

 
PROPUESTA DE LA O EL POSTULANTE (Resumen) 
 
INTRODUCCIÓN. 
 
Corresponde exclusivamente al Órgano Judicial la potestad de juzgar y hacer 
ejecutar lo juzgado en materias constitucional, civil - comercial, Contencioso, 
Contenciosos Administrativos, penal, laboral, agroambiental, así como en las otras 
que determine la ley. La administración de justicia es gratuita. 
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A manera de comentario introductorio debemos indicar que la Ex Corte Suprema 
de Justicia, tuvo vigencia hasta el 31 de diciembre de 2011, sustituida por la Ley 
Nº 212 - Ley Transitoria del Órgano Judicial, por el actual Tribunal Supremo de 
Justicia - TSJ, conformado por 9 magistrados en representación de cada 
departamento, distribuidas en 3 salas especializadas, unificadas todas conforman 
Sala Plena. 
 
Rememorando la historia, el Poder Judicial nace juntamente con la independencia 
y creación de la República de Bolivia, el 6 de agosto de 1825; para una adecuada 
administración gubernamental. 
 
Consolidada la independencia y creada Bolivia, el 6 de agosto de 1825, el 
presidente provisional, Libertador Simón Bolívar incorporó en la legislación, los 
altos poderes del Estado, para una adecuada administración del Gobierno.  
 
En esa tarea, el Mariscal de Ayacucho, Antonio José de Sucre, dictó el Decreto de 
27 de abril de 1825, creando la Corte Superior de Chuquisaca, en sustitución de 
la Audiencia Territorial de "Los Charcas", con jurisdicción en las provincias del Alto 
Perú. El 16 de julio de 1827, el Mariscal de Ayacucho, en solemne sesión instaló 
la Corte Suprema de Justicia y recibió juramento a los ministros: Manuel María 
Urcullu, Juan de la Cruz Monje y Ortega, Mariano Guzmán y Casimiro Olañeta. La 
Constitución de 1826 indicaba que la Corte Suprema debería estar formada por 
siete ministros. El 12 de diciembre de 1827 se posesionó al primer Fiscal interino 
de la Corte Suprema, Dr. Mariano Enrique Calvo. Mensaje “La vida, la fortuna, el 
Honor de los Bolivianos quedan depositados en vosotros que, como apóstoles de 
la Ley, que, como sus magistrados, veréis que al recinto de este templo se acercan 
desde los ministros de Estado hasta el último de los ciudadanos, con la confianza 
de que de la Justicia tiene aquí Sacerdotes incorruptibles y que la distribuyen 
inspirados por la rectitud de Dios mismo: Vuestra misión, es sagrada: Su fiel 
desempeño os traerá la bendición de nuestra Patria”. 
En la actual Constitución Política del Estado, se crea el órgano Judicial y el 
Tribunal Constitucional Plurinacional, señalado en el Art. 178.I que “La potestad 
de impartir justicia emana del pueblo boliviano y se sustenta en los principios de 
independencia, imparcialidad, seguridad jurídica, publicidad, probidad, celeridad, 
gratuidad, pluralismo jurídico, interculturalidad, equidad, servicio a la sociedad, 
participación ciudadana, armonía social y respeto a los derechos”. 
 
Asimismo, sostiene que la función judicial es única, la jurisdicción ordinaria se 
ejerce por el Tribunal Supremo de Justicia, los Tribunales Departamental de 
justicia, los tribunales de sentencia y los jueces, la jurisdicción agroambiental por 
el Tribunal y jueces agroambientales, la jurisdicción indígena originaria campesina 
se ejerce por las propias autoridades, existirán jurisdicciones especializadas 
reguladas por la Ley. 
 
Partiendo de ello, establece en el Art. 180.I que “La jurisdicción ordinaria se 
fundamenta en los principios procesales de gratuidad, publicidad, transparencia, 
oralidad, celeridad, probidad, honestidad, legalidad, eficacia, eficiencia, 
accesibilidad, inmediatez, verdad material, debido proceso e igualdad de las 
partes ante el Juez”. 
 
V I S I Ó N. 
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La visión para el Tribunal Supremo de Justicia, sería el siguiente: “goza 
de Magistrados confiables y competentes, en la administración de 
una justicia, caracterizada por ser un órgano independiente, 
imparcial, pronta, transparente y accesible, con actuaciones 
judiciales que reflejan la seguridad jurídica en materia ordinaria y 
que se encuentra al servicio de la sociedad”. 

PROPUESTA. 
 
Primera propuesta. - La Independencia del Tribunal Supremo de Justicia – 
Jurisdicción Ordinaria. 
 
La independencia judicial es un elemento indispensable para fortalecer la justicia, 
considerando que el sistema judicial es el único órgano de gobierno apolítico, 
neutral, capaz de generar confianza en la población en su conjunto, mantener el 
equilibrio y ejercer control de legalidad sobre las actuaciones de los órganos 
ejecutivo y legislativo en el ámbito jurisdiccional, también le corresponde, en última 
instancia, la búsqueda del orden justo; a pesar de que los magistrados y 
magistradas llegan al ejercicio del cargo por medio de elecciones populares, la 
potestad de  impartir justicia deviene desde la constitución y se consolida con su 
ejercicio.  
 
En esencia, el principal desafío que se tiene en el ámbito judicial es la Reforma de 
la Justicia, que se encuentra a cargo del Ministerio de Justicia y Transparencia 
Institucional, tal como reflejaron en las conclusiones de la Cumbre de Justicia, 
cuya reforma tendría que versar sobre los 6 ejes diseñados (Distribución 
(Balanceo) del conflicto, independencia judicial, acceso a la justicia, Tecnologías 
de Información y Comunicación, Transparencia y gestión de riesgos de corrupción 
y Desarrollo Normativo),  con la finalidad de mejorar las condiciones del sistema 
de justicia para que la población encuentre resguardados sus derechos 
constitucionales de manera pronta y oportuna, pero que dicha reforma tendría que 
implementarse con las modificaciones al marco normativo que permitan viabilizar 
el mismo, entonces se encuentra pendiente. 
  
El acceso a la justicia es un derecho humano esencial y el instrumento 
fundamental por medio del cual se garantiza a las personas el ejercicio y la 
defensa efectiva de sus derechos, por ello, es crucial que la designación de las 
altas autoridades judiciales sean democráticas, no por una cercanía, simpatía o 
lealtad política, sobre todo en la etapa de preselección y elección, ya que este 
hecho, tiene incidencia en la independencia de la administración de justicia por los 
tribunales de justicia, quienes hasta la fecha, evitaron observar una perspectiva 
ética, ya que en varios casos, en lugar de emitir sentencias acorde a las 
disposiciones legales en vigencia, respetando el debido proceso, resuelven en 
contrario, generando un conflicto jurídico en lugar de solucionar, fomentando la 
retardación de justicia, con graves y sistemáticas violaciones a los derechos de 
las personas, problemáticas que necesariamente deben ser abordadas para su 
búsqueda de solución y para tal efecto se debe garantizar que las elecciones 
judiciales sean transparentes y confiables. 
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En los principios establecidos en el Art. 180 de la Constitución Política del Estado, 
no se encuentra el principio de independencia y, para que un sistema judicial 
ejerza adecuadamente ese rol contralor de la constitucionalidad y de la legalidad, 
es indispensable que las autoridades del órgano judicial sean independientes, 
tanto desde el punto de vista administrativo como en lo jurisdiccional, es decir, en 
la interpretación de las normas jurídicas y de los hechos sobre los que se decidirá. 
La independencia no es la libertad absoluta en la toma de decisiones, pues el 
Judicial es también un órgano constituido y, por ende, limitado por la Constitución 
y las normas y se halla sujeto a ellas. Este principio de independencia, sin 
embargo, no excluye la posibilidad de análisis y crítica sobre las decisiones 
judiciales, ni sobre la conducta de los juzgadores y juzgadoras; la sociedad en 
general puede válidamente ejercer un escrutinio para la elección y control social 
sobre su labor de manera efectiva, siempre que ese control no implique una 
injerencia inapropiada o un mecanismo de presión para afectar su independencia.  
Las democracias contemporáneas ya no conciben al juez simplemente como “la 
boca de la ley”; en ellas, la función del juez o jueza no se limita a mirar la literalidad 
de los textos legales, sino que debe interpretarlos conforme a una serie de valores 
y principios sustantivos que constituyen el contenido de los derechos y libertades 
reconocidas en las constituciones y en los tratados internacionales. 
 
En el marco de un Estado de derecho y constitucional, el órgano judicial, tiene el 
rol de proteger los derechos y libertades fundamentales frente a la arbitrariedad, 
de hecho, cuando no es independiente y atiende a los mandatos o directrices de 
los otros poderes del Estado, por fuera de la ley; corre el riesgo de convertirse en 
ejecutor o, cuando menos, en cómplice de las violaciones a los principios y 
derechos constitucionales o al derecho internacional, pero, sobre todo, desatiende 
este primer principio de ética judicial.  
 
La reingeniería procesal y judicial implica cuestionar la estructura procedimental; 
el sentido y objetivo del diseño formal existente; la razón de ser que subyace a las 
prácticas jurídicas sostenidas en el ámbito judicial, y el perfil de profesionales 
(jueces, funcionarios, empleados y abogados) que trabaja en ello, con miras a 
generar una justicia abierta, transparente y al servicio de la población. 
 
Segunda propuesta. - Proyectos de Leyes Judiciales. 
 
La producción normativa, constituye una alternativa de solución a conflictos 
específicos, con la finalidad de mejorar la administración de justicia, para que la 
población encuentre respuesta a sus problemas cotidianos. 
 
El Art. 184.6 de la Constitución Política del Estado, señala como una de las 
atribuciones presentar proyectos de leyes judiciales y presentarlos a la Asamblea 
Legislativa Plurinacional, en acopio a ello, presentaré el proyecto ley judicial de 
Conciliación previa e intraprocesal en materia civil, penal, laboral, coactiva 
fiscal, contencioso y contencioso administrativo, donde el Estado sea parte, con la 
finalidad de evitar el proceso judicial y dar por concluido aquellos procesos 
existentes. 
 
Es significativo implementar la cultura de paz como un principio de Estado, como 
el medio más importante para resolver los conflictos, no solo entre particulares o 
en delitos menores, sino también en aquellos casos donde el Estado tiene 
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participación, en un espacio donde las partes puedan negociar libremente, con el 
apoyo de un conciliador competente de manera previa al proceso judicial y en las 
causas abiertas.  
 
En materia civil existe la etapa de conciliación previa, sin embargo, en las demás 
materias no se tiene instrumentalizado esa alternativa, por lo que es importante la 
implementación de conciliadores dentro la estructura judicial. 
 
Tercera Propuesta. La Justicia Contenciosa y Contenciosa Administrativa: 
Normativa específica para proceso contencioso y contencioso 
administrativo. 
 
Actualmente, los procesos contenciosos y contenciosos administrativos, se 
encuentran sujetos a un procedimiento especial del Código de Procedimiento Civil 
de 1975, concretamente por los Arts. 775 al 781 cuya norma es aplicable 
ultractivamente, con características particulares, con las modificaciones 
introducidas por la Ley N° 620 de 31 de diciembre de 2014 “Ley Transitoria para 
la Tramitación de los Procesos Contencioso y Contencioso Administrativo”, 
mediante los arts. 2, 3 y 7 dispuso una competencia “desconcentrada” para 
atender el proceso contencioso y el proceso administrativo, es decir, el Tribunal 
Supremo de Justicia a través de la Sala Contenciosa y Contenciosa 
Administrativa, pues conforme al art. 2 de la referida Ley, tiene la atribución de 
“conocer y resolver las causas contenciosas que resultaren de los contratos, 
negociaciones y concesiones del Gobierno Central y demás instituciones públicas 
o privadas que cumplan roles de administración pública a nivel nacional”.  
 
A su vez, se creó la Sala Contenciosa y Contenciosa Administrativa en los 
Tribunales Departamentales de Justicia, entre sus atribuciones se consigna el art. 
3 de la Ley “conocer y resolver las causas contenciosas que resultaren de los 
contratos, negociaciones o concesiones de los gobiernos autónomos 
departamentales, municipales, indígena originario campesinos y regionales; 
universidades públicas y demás instituciones públicas o privadas que cumplan 
roles de administración central a nivel departamental”. 
 
Asimismo, la Ley 620 introdujo en el procedimiento la posibilidad de recurrir en 
casación, una vez pronunciada la sentencia, únicamente en el caso de los 
procesos contenciosos (puros), directamente aplicando una suerte de per saltum, 
sin haber cumplido previamente con el recurso de apelación, así se encuentra 
previsto como generalidad en la legislación procesal boliviana. Con estas 
disposiciones, se buscaba aliviar y superar las dificultades de mora procesal que 
se presentan en el sistema judicial boliviano, al transferir la competencia para el 
conocimiento y resolución de los procesos contenciosos y contenciosos 
administrativos. 
 
La función principal de la Sala Plena del TSJ como tribunal de cierre es emitir fallos 
de recurso de casación especialmente con la Ley Nº 620 de 31 de diciembre de 
20141, en primera instancia de contenciosos puros, atender los recursos de 
revisión extraordinarias de sentencia, compulsa, etc. En consecuencia, el principal 
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documento que emiten son los fallos de sentencia, de manera uniforme que 
constituye una jurisprudencia, con un análisis del estudio in abstracto, que 
consisten en el estudio de la norma principal, pero la mejor manera de comprender 
el derecho es a través del estudio en concreto, estudiar no solo la norma jurídica 
de manera teórico sino comprender la esencia del caso en concreto para su debida 
aplicación de la norma, eso se logra a través de la aplicación de la jurisprudencia. 
 
La jurisprudencia, son los fallos uniformes sobre determinada materia, emitidos 
por el tribunal de cierre. Hay casos donde solo el TSJ puede emitir estos fallos, 
otros cierran en las salas de los tribunales departamentales, por lo cual la 
jurisprudencia puede emitirse por diferentes autoridades judiciales. 
 
En ese entendido, en lugar de diferentes disposiciones legales, como el Código 
de Procedimiento Civil y la Ley 620, como relleno por la carencia de norma 
administrativa, sería más conveniente contar con un instrumento normativo que 
regula el proceso contencioso y el contencioso administrativo, la aplicación de 
medidas cautelares, etc., en definitiva, que regule la relaciones entre las entidades 
públicas con los particulares. 
 
Cuarta propuesta. – La Implementación de la Inteligencia Artificial (IA). 

La IA es una estructura procedimental basada en un conjunto de reglas y 
secuencias, busca una solución concreta a un planteo dado, procurando simular 
el comportamiento y comprensión humanos. Si bien la inteligencia artificial está en 
sus primeros pasos en el tema de justicia tiene sus limitaciones porque su base 
del conocimiento necesita ser enriquecida, entrenada y se debe medir su grado 
de confiabilidad. También ver el tema de sus limitaciones, por ejemplo: en la 
valoración de la prueba, puede haber elementos subjetivos que sean una limitante 
para esta clase de inteligencia y que no la sea para el juez humano que conoce la 
causa. 

El surgimiento de la Inteligencia Artificial (IA), en esta cuarta revolución industrial, 
obliga a reflexionar acerca de su impacto en la administración de justicia desde la 
óptica intercultural y el pluralismo jurídico, interdisciplinaria y social que caracteriza 
a la ética. Esto se torna imprescindible no sólo para garantizar una aplicación ética 
de la IA en la administración de justicia; sino, además, para asegurar el respeto 
de la persona humana y sus manifestaciones culturales -como el derecho- frente 
a las innovaciones tecnológicas. Por consiguiente, para lograr ese objetivo resulta 
clave, por un lado, entender cómo funcionan los sistemas de IA en el campo del 
derecho, y cuáles son las dificultades que se plantean desde las diversas aristas 
(ética, de razonamiento y jurídica), por otro lado, mirar con atención las 
particularidades presentadas en el contexto del país, que se caracteriza por la 
desigualdad; la volatilidad social, incidencia política e institucional; y una atávica 
caracterización de la justicia. La justicia impartida con IA tiene la potencialidad de 
hacer realidad valores tan preciados como la celeridad y la seguridad jurídica. Y 
(no se entiende), al mismo tiempo, de amenazar la libertad, la privacidad y la 
igualdad de los individuos, sobre todo en sociedades atravesadas por diferencias 
estructurales como la latinoamericana. 

El derecho se expresa a través del lenguaje natural, y esto provoca que aparezcan 
inconvenientes derivados de ese procesamiento. Esto incluye dificultades de tipo 



 

7 

 

semántico, ambigüedades, provenientes de construcciones lógicas o sintácticas, 
de definir la connotación específica que adquiere algún término jurídico.  

Ocurre que detrás de la traducción del derecho y las relaciones legales en 
estructuras informáticas, como reglas y ontologías (formalización), existen una 
serie de elecciones subjetivas sobre el significado y alcance de la ley, que lleva a 
hacer prevalecer una interpretación jurídica sobre otras posibles. 

En la práctica son pocos los países que han desarrollado normativa específica en 
materia de IA, siendo el caso chino -quizás- el más conocido. El Parlamento de la 
Unión Europea se ha embarcado también en esta tarea, con el objetivo de diseñar 
un marco jurídico que permita abordar las oportunidades y desafíos de la IA. Las 
herramientas que cuentan estos países en materia de IA son progresivas ojo no 
se han implementado en su totalidad, es parte de un avance tecnológico como una 
herramienta de apoyo que debe ser vigilada de manera permanente para su uso. 

Pese a lo expuesto, ya han comenzado a tratarse -puntualmente- las implicancias 
de la IA en la administración de justicia en 2 aspectos: 1. Sobre el uso de la 
Inteligencia Artificial en los sistemas judiciales y su entorno y 2. Sobre ética, 
transparencia y buen gobierno en la producción y uso de Inteligencia Artificial en 
el Poder Judicial. 

El primero, haciéndose eco de algunos de los escollos indicados, pretende guiar 
la implementación de la IA en el ámbito judicial a través de una serie de principios: 
1) Respeto por los derechos fundamentales, el diseño y la implementación de 
herramientas y servicios de IA deben ser compatibles con los derechos 
fundamentales; 2) No discriminación, previniendo el desarrollo o la intensificación 
de cualquier discriminación entre individuos o grupos de individuos, con especial 
cautela en el manejo de datos sensibles; 3) Calidad y Seguridad, que implica uso 
de fuentes certificadas, diseño de modelos multidisciplinarios, y desarrollo en 
entorno tecnológico seguros; 4) Transparencia, Imparcialidad y Justicia, códigos 
abiertos, lenguaje claro, sometimiento a procesos de certificación y auditorias; y 
5) Control por el usuario, incrementar la autonomía del usuario por medio de la 
información. 

Reconocer la potencialidad de la IA para contribuir agilidad y coherencia del 
proceso de toma de decisiones junto con la necesidad de velar por el respeto de 
los derechos humanos, resaltando que existe la necesidad de garantizar los 
derechos fundamentales, el debido proceso, la seguridad jurídica y la igualdad, 
junto con la utilización de muestras representativas y la protección de datos 
sensibles precisa los estándares de publicidad y transparencia, incluida la 
adecuada información al usuario sobre la implementación de la IA y la trazabilidad 
de la decisión de calidad y de seguridad y responsabilidad, incluyendo la utilización 
de fuentes preferentemente gubernamentales, inalterabilidad de los datos 
utilizados, almacenamiento seguro, etc. 

La UNESCO ha publicado su "Recomendación sobre la Ética de la Inteligencia 
Artificial" (2021) encaminada a garantizar que estas transformaciones promuevan 
los derechos humanos y los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Este documento 
enfatiza en la necesidad de: a) una reflexión ética sobre la IA basada en un marco 
integral, global, multicultural y evolutivo de valores, principios y acciones 
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interdependientes; b) promover la justicia social, la equidad y luchar contra todo 
tipo de discriminación, garantizando la accesibilidad de las tecnologías, una 
educación abierta en competencias digitales y la alfabetización mediática e 
informacional; y c) alcanzar sociedades pacíficas, justas y solidarias, sobre la base 
de un futuro interconectado.  

En esencia, sería desarrollar un software para las resoluciones ordinarias, 
principalmente en dos campos de actuación: a) La automatización de tareas 
reiterativas (control de plazos, autosuficiencia de las piezas presentadas, etc.) y 
b) La elaboración predictiva y automática de resoluciones por medio de 
aprendizaje automático supervisado en casos reiterativos donde ya existe 
suficiente jurisprudencia.  

Quinta propuesta. - Creación de una sala para atención temprana de casos 
que involucre a adultos mayores y ciudadanos con enfermedades 
terminales. Esto de acuerdo al derecho internacional lo llama como población 
vulnerable ojo además te faltan muchos elementos como discapacidad, lactancia, 
niños en situación de abandono, etc. Hay compromisos en esta materia que el 
estado a la fecha viene incumpliendo y por eso las comisiones revisoras sobre 
este cumplimiento califican a Bolivia con una puntuación muy baja. 
 
Sería importante la creación de una sala específica, para resolver inmediatamente 
los recursos planteados por adultos mayores y personas con enfermedades 
terminales, para consagrar el acceso humano a la justicia aquí te falta el bien 
superior que es el derecho a la vida, a objeto que se pueda brindar un trato 
diferenciado en la administración de justicia, es decir que estos sean resueltos con 
inmediatez a la admisión del recurso.  
 
Sexta propuesta. - Sobre la actual Administración de Justicia 
 

1. En la elección de Vocales debe prevalecer el mayor puntaje obtenido en el 

examen de competencia y la calificación de méritos, siendo que la entrevista 

no debería ser más de 10 puntos sobre 100. 

Desde hace bastante tiempo atrás, la elección de Vocales fue y es cuestionado 
por la población en su conjunto; toda vez que en gran porcentaje terminan siendo 
elegidos como vocales, profesionales que no obtuvieron el mejor puntaje o al único 
postulante y esto se debe a que el Magistrado que representa al departamento, 
de repente por un grado de amistad u otro motivo nada claro; no siempre eligen al 
mejor, escudándose que la designación fue fruto de un consenso de Sala Plena, 
que en los hechos no es evidente; sino, simplemente, es resultado del pacto de 
Magistrados para apoyarse unos a otros en la decisiones que ya tomaron 
individualmente cada uno. 
 
2.  La atención al mundo litigante en la Salas y Juzgados, debe ser prolija, 
óptima, satisfactoria y ante todo humano. 
 
Lastimosamente muchos servidores judiciales, atienden al mundo litigante como 
si les estaría haciendo un favor, lo cual es inadmisible, pues esos servidores 
judiciales que a diario están en contacto con el litigante, son la imagen de la 
institución, por ello es importante preseleccionar a personas que tengan vocación 
de servicio. 
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3. Mano dura contra la Corrupción. 

 
La corrupción es un mal que daña muchísimo la imagen de la justicia, por lo cual 
se debe luchar contra este flagelo de manera integral, seleccionando al personal 
judicial adecuado, promoviendo que cada funcionario cumpla con sus funciones 
sin necesidad de ninguna retribución económica al margen de su salario. 
 
PERFIL PROFESIONAL  
 
Abogada colegiada con experiencia en el área procesal (procesos civiles, penales, 
laborales, familia, coactiva fiscal, coactivo social y contencioso- contencioso 
administrativo), ejerciendo el patrocinio en las citadas a lo largo del desarrollo 
profesional. 
 
Igualmente cuento con alta experiencia en la gestión pública, es decir en Derecho 
Administrativo, Contrataciones Estatales, de donde emergen los procesos 
Contencioso y Contencioso Administrativo, así como los procesos Coactivos 
Fiscales, que se tramitan en la Sala Social Contenciosa, Contenciosa 
Administrativa, Social y Administrativa, defendiendo los intereses y el patrimonio 
del Estado, así como de las personas naturales como jurídicas, conforme a 
Derecho. 
 
Con 20 años de experiencia legal e intervención directa varios procesos judiciales. 
 
Mis especialidades incluyen: 
 
Asesoramiento jurídico y asistencia en juicio en materia civil, penal, laboral, 
administrativa y mercantil. 
 
Asistencia en juicio y redacción de documentos de contenido legal de todas las 
áreas del derecho y dirigidos a Juzgados y a organismos públicos y privados. 
 
Experiencia Profesional 
 

EXPERIENCIA PROFESIONAL (MÍNIMO 8 AÑOS) 

CARGO/ ACTIVIDAD 
(empezar por el ultimo) 

SECTOR 

Del 
(dd/mes/a

ño) 

Al  
(dd/mes

/año) 

TOTAL 
EN 

AÑOS 

Ubicaci
ón en la 
carpeta  

(A 
FOJAS) 

Pública 
(Carrera 
judicial/ 
administrativ
a/docencia) 

Privada  
(Empre

sa / 
Ejercici
o libre 
de la 

profesi
ón/ 

docenci
a)  

Nombre 
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Directora General de Asuntos 
Jurídicos/ Asesorar en el marco 
de la CPE y demás disposiciones 
legales, supervisar, coordinar, 
dirigir y ejecutar la atención de 
consultas o requerimientos de 
opinión jurídica de la MAE en 
diversos temas; apoyar en 
proyectos de normas internas 
específicas de la PGE y 
coadyuvar en las tareas de 
desarrollo normativo;  Asesorar, 
representar, supervisar, coordinar 
y patrocinar los procesos 
judiciales a nivel nacional e 
internacional en la defensa de los 
intereses del Estado; Asesorar, 
supervisar, coordinar, dirigir y 
ejecutar la atención de temas de 
gestión jurídica de la PGE; 
Asesorar, supervisar, coordinar, 
dirigir y ejecutar el patrocinio y 
monitoreo de los asuntos legales 
y procesos presentados seguidos 
por a instancia de la entidad y/o 
en contra, inherentes a sus 
funciones administrativas; 
Asesorar, supervisar, coordinar, 
dirigir y ejecutar la elaboración de 
Resoluciones Administrativas; 
Asesorar, supervisar, coordinar, 
dirigir y ejecutar la elaboración de 
Contratos Administrativos dentro 
de la PGE. 
Adicionalmente, en cumplimiento 
a las Resoluciones 
Procuraduriales N°006/2022 de 
10 de enero de 2022 y 
N°002/2023 de 2 de enero de 
2023, la Dirección General de 
Asuntos Jurídicos, de manera 
específica fui instruido para 
intervenir y hacer seguimiento en 
los procesos contenciosos, 
contenciosos administrativos, 
contenciosos tributarios y 
agroambiental, precautelando los 
intereses del Estado, en la 
cuantía económica igual o 
superior a Bs7.000.000,00. (Siete 
Millones 00/100 bolivianos) y la 
relevancia social; por ello, la Dra. 
Norma Velasco, en su calidad de 
Directora de Asuntos Jurídicos, 
estuvo a cargo de esos procesos, 
incluyendo de las Acciones de 
Amparo Constitucional 
emergente de la naturaleza de los 
citados procesos ordinarios. 
Igualmente, por disposición de la 
Resolución Procuradurial 
N°0043/2021 de 8 de junio de 
2021, la Dirección General de 
Asuntos Jurídicos fue asignado 
para el seguimiento de los casos 
penales N°1:21-MJ-03013-JG-1, 
Caso N° 0:21-MJ-06320-AOV-4 
seguido por la Fiscalía del Estado 

Procuraduría 
General del 
Estado-PGE 

 
Directora General 

de Asuntos 
Jurídicos 

1/09/2021 
13/09/20

23 

2 años  
12 días 

15 
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de Miami-Florida de los Estados 
Unidos de Norteamérica, iniciado 
en contra de Arturo Carlos Murillo 
Prijic, Sergio Rodrigo Mendez 
Mendizabal, Bryan Berkman, Luis 
Berkman y Philip Lichtenfeld y 
otros, así como del inicio y 
tramitación del Proceso Civil de 
Reparación de Daño y Daño 
Punitivo en favor del Estado 
Plurinacional de Bolivia, seguido 
en contra de Arturo Carlos Murillo 
Prijic y otros involucrados, 
tomando las acciones necesarias 
en coordinación con el Estudio 
Jurídico Internacional contratado 
para el efecto. De cuyos procesos 
estuvo a cargo la Dra. Velasco 
hasta la cesación del cargo junto 
al equipo jurídico de la Unidad de 
Gestión Jurídica. 

Jefe de la Unidad de Análisis 
Jurídico/ 
Elaboración de Resoluciones 
Procuraduriales, Resoluciones 
Administrativas, contratos y 
convenios; Elaboración de 
respuestas a solicitudes de 
requerimiento de criterio legal 
solicitado por las distintas 
unidades organizacionales de la 
PGE; Atención de  consultas o 
requerimientos de opinión jurídica 
de la MAE; sobre proyectos de 
normas internas específicas de la 
PGE; Elaboración de respuestas 
a solicitudes de requerimiento de 
información externa; Supervisión 
a las labores de la Unidad de 
Análisis Jurídico. 

Procuraduría 
General del 
Estado-PGE 

 
Jefe de la Unidad 

de Análisis 
Jurídico 

18/02/2021 
31/08/20

21 

6 meses 
13 días 

15 

Directora General de 
Asuntos Jurídicos 
Corporativo a.i./ Establecer 

lineamientos y criterios legales 
para la Gerencia Legal 
Corporativa. 
Impulsar la mejora continua del 
desempeño de la Gerencia Legal. 

Yacimientos 
Petrolíferos 

Fiscales 
Bolivianos -

YPFB 
 

 

Directora General 
de Asuntos 
Jurídicos 

Corporativo a.i 

 
 
 

30/11/2020 
 

 
 
 

 
 
 
12/01/20
21 
 
 
 
 

1 mes 
12 días 

 
16 

Administrador de EE.SS C-
Palos Blancos/ 
 

 

Yacimientos 
Petrolíferos 

Fiscales 
Bolivianos - 

YPFB 
 

 

Administrador de 
EE.SS C-Palos 
Blancos/ 

 

 
 
 
 
26/02/2020 
 
 
 
 

12/05/20
20 

 
2 meses  
17 días 

16 
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Profesional Abogado IV/ 
 
 
 
 
 
 
 

Yacimientos 
Petrolíferos 

Fiscales 
Bolivianos - 

YPFB 

 
Profesional 
Abogado IV 

02/01/2020 
25/02/20

20 

1 mes y 
23 días 

16 

 
Profesional Abogado 
Junior/ Análisis y procesamiento 

de Informes Legales destinados a 
satisfacer los requerimientos de 
asesoramiento legal de las Áreas 
del YPFB y notas internas y 
externas en virtud a la normativa 
legal vigente; Analizar y elaborar 
diversidad de resoluciones 
administrativas para las diversas 
reparticiones y Directorio de 
YPFB; Revisar, analizar y 
elaborar contratos administrativos 
principales y contratos 
modificatorios y otros documentos 
en el marco de las NB-SABS 

Yacimientos 
Petrolíferos 

Fiscales 
Bolivianos - 

YPFB 

 
Profesional 

Abogado Junior 
16/12/2019 

31/12/20
19 

 
 
 
 

15 días 
 
 
 

 

16 

Socia Abogada  

Empresa F&V 
– Asesores y 
Consultores 

Corp 
Internacional 

S.R.L., 
registrado 

bajo la 
Matrícula de 

Comercio 
00373085 el 14 
de agosto de 

2017. 

 

Asesoramiento 
en a personales 

jurídicas 
nacionales e 

internacionales 
en procesos de 
contratación, 

consultorías en el 
ámbito del 
derecho 

administrativo y 
constitucional. 

15/08/2017 5 /6/2018 
9 meses 
20 días 

17-A 

PROFESIONAL II – Abogado 
I, dependiente de la Unidad de 
Análisis y Recuperación Legal  
- Dirección de Liquidación  de 
Entes Gestores de la 
Seguridad Social 

Servicio 
Nacional de 
Patrimonio 
del Estado - 

SENAPE 

 
PROFESIONAL II 

– Abogado I 
25/09/2019 

11/12/20
19 

2 meses 
26 días 

17 - B 
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Abogado de Contratos y 
Administración de Bienes y 
Servicios del BCB (PRIMER 
PERIODO)/ Elaborar y revisar 

documentos e informes 
destinados a satisfacer los 
requerimientos de asesoramiento 
legal de las Áreas del BCB en la 
aplicación a la normativa legal 
vigente; Analizar y elaborar 
proyectos normativos internos y/o 
externos, resoluciones 
administrativas, documentos 
técnicos, ayudas memoria, 
comunicaciones internas, 
externas, circulares y otros 
documentos específicos a las NB-
SABS; Revisar, analizar y 
elaborar modelos de contratos, 
contratos administrativos y otros 
documentos en el marco de las 
NB-SABS; Consolidar 
información sobre los contratos 
suscritos por el BCB en el marco 
del SABS y gestionar su envío a 
la CGE u otras instancias en los 
plazos y formas determinados por 
la misma; y otras consignadas en 
el Manual de Puestos del BCB; 
Expositora sobre los Aspectos 
Jurídicos de la Nueva Economía y 
la Primera Familia de Billetes 

Banco 
Central de 

Bolivia -BCB 
 

Abogado de 
Contratos y 

Administración 
de Bienes y 

Servicios del 
BCB 

06/06/2018 
27/08/20

18 

2 meses 
21dias  

18 

Abogado de Contratos y 
Administración de Bienes y 
Servicios del BCB 
(SEGUNDO PERIODO) / Las 

actividades  o funciones 
realizadas, se encuentran 
establecidas  en función al primer 
periodo. 

Banco 
Central de 

Bolivia -BCB 
 

Abogado de 
Contratos y 

Administración 
de Bienes y 

Servicios del 
BCB 

29/08/2018 
23/11/20

18 

2 meses 
24  días 

18 

Abogado de Contratos y 
Administración de Bienes y 
Servicios del BCB (TERCER 
PERIODO)/ Las actividades  o 

funciones realizadas, se 
encuentran establecidas  en 
función al primer periodo. 

Banco 
Central de 

Bolivia -BCB 
 

Abogado de 
Contratos y 

Administración 
de Bienes y 

Servicios del 
BCB 

26/11/2018 
15/02/20
19 

2 meses 
19 días 

18 

Abogado de Contratos y 
Administración de Bienes y 
Servicios del BCB (CUARTO  
PERIODO)/ Las actividades  o 

funciones realizadas, se 
encuentran establecidas  en 
función al primer periodo. 

Banco 
Central de 

Bolivia -BCB 
 

Abogado de 
Contratos y 

Administración 
de Bienes y 

Servicios del 
BCB 

18/02/2019 
30/04/20
19 

 
 
2 meses 
12 días 
 
 

18 

Profesional Abogado III 

Yacimientos 
Petrolíferos 

Fiscales 
Bolivianos - 

YPFB 

 
Profesional 
Abogado III 

19/04/2017 
30/06/20
17 

 
2 meses 
11 días 
 

16 

Asesora de Contrataciones 

Yacimientos 
Petrolíferos 

Fiscales 
Bolivianos - 

YPFB 

 
Asesora de 

Contrataciones 
03/01/2017 

18/04/20
17 

3 meses 
15 días 

16 
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Asesora de Contrataciones 

Yacimientos 
Petrolíferos 

Fiscales 
Bolivianos - 

YPFB 

 
Asesora de 

Contrataciones 
01/02/2016 

31/12/20
16 

 
11 
meses 
 

16 

      
 
 

 

Abogado Senior  Unidad 
Nacional Jurídica/ 
Proporcionar asesoramiento legal 
al Honorable Directorio Nacional 
de Institución; Proporcionar 
asesoramiento legal en procesos 
de contratación de acuerdo a las 
NB-SABS; Elaborar y emitir 
resoluciones administrativas, 
contratos, convenios y 
documentos jurídicos de la 
entidad en materia administrativa; 
Elaboración de Opiniones 
Legales a los Informes de 
Auditoria; Instaurar y sustancias 
procesos internos; Atender todos 
los procesos juridiciales, 
extrajudiciales y administrativos 
incoados por y/o en contra de la 
entidad; Emitir informes, 
opiniones, recomendaciones de 
carácter jurídico con relación a la 
misión y visión institucional;  
Sugerir, la modificación y 
actualización de las normas 
legales reglamentarias y 
administrativas. 

Administració
n de 

Aeropuertos y 
Servicios 

Auxiliares a la 
Navegación 

Aérea - 
AASANA 

 
Abogado Senior  
Unidad Nacional 
Jurídica 

27/08/2008 
 
 

02/10/20
08 

 
 

1 mes 5 
días 

19 

Jefe de la Unidad 
Nacional Jurídica a.i./ 
Proporcionar asesoramiento legal 
al Honorable Directorio Nacional 
de Institución; Proporcionar 
asesoramiento legal en procesos 
de contratación de acuerdo a las 
NB-SABS; Elaborar y emitir 
resoluciones administrativas, 
contratos, convenios y 
documentos jurídicos de la 
entidad en materia administrativa; 
Elaboración de Opiniones 
Legales a los Informes de 
Auditoria; Instaurar y sustancias 
procesos internos; Atender todos 
los procesos juridiciales, 
extrajudiciales y administrativos 
incoados por y/o en contra de la 
entidad; Emitir informes, 
opiniones, recomendaciones de 
carácter jurídico con relación a la 
misión y visión institucional;  
Sugerir, la modificación y 
actualización de las normas 
legales reglamentarias y 
administrativas. 

Administració
n de 

Aeropuertos y 
Servicios 

Auxiliares a la 
Navegación 

Aérea - 
AASANA 

 

Jefe de la 
Unidad 

Nacional 
Jurídica a.i 

03/10/2008 
30/04/20

10 

1 año 6 
meses 
27 días 

 

19 
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Abogado Senior  Unidad 
Nacional Jurídica/ 

Administració
n de 

Aeropuertos y 
Servicios 

Auxiliares a la 
Navegación 

Aérea - 
AASANA 

 
Abogado Senior  
Unidad Nacional 
Jurídica 

01/05/2010 
31/01/20
16 

 
 

5 años 9 
meses 

 

19-20 

Abogado de la Dirección 
Jurídica/ Atención Profesional 
Jurídica de los tramites litigios, 
gestiones y asesoramiento en 
general; revisión y atención en 
los tribunales de todos los 
procesos civiles, mineros, 
laborales, tributarios, 
coactivos fiscales, 
administrativos, policiales, 
municipales que se litigan en 
el Departamento de La Paz 
seguidos por individuos o 
grupos contra la COMIBOL; 
tramite  y procesamiento de 
enajenación de bienes a favor 
de cooperativas y/o sindicatos 
de acuerdo con instrucciones 
expresas y escritas de los 
órganos ejecutivos de 
COMIBOL; Acciones 
pertinentes de juicios de 
desalojo  y reivindicación de 
bienes inmuebles a favor de 
COMIBOL; trámites de procesos 

judiciales instaurados por y/o en 
contra de COMIBOL; Asesor 
jurídico en gestión administrativa 
y trámites de disposición de 
bienes inmuebles de COMIBOL; 
Elaboración de proyectos de ley y 
trámite en el Congreso Nacional 

 
Corporación 
Minera de 
Bolivia -  
COMIBOL 

 
Abogado de la 

Dirección 
Jurídica 

03/05/2003 
21/07/2

004 

1 año 2 
meses 
19 días 

21 

Asesor Legal Federación  
Nacional de Comerciantes 
Minoristas en Hoja de coca al 
Detalle de Bolivia 

 

Federaci
ón  

Nacional 
de 

Comerci
antes 

Minorist
as en 

Hoja de 
coca al 
Detalle 

de 
Bolivia 

Asesor Legal 
Federación  
Nacional de 

Comerciantes 
Minoristas en Hoja 
de coca al Detalle 

de Bolivia 

14/11/2006 
01/05/2

008 
1 año 5 
meses 

23 
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Asesora Consultora 
CONMAS S.R.L. 

 

Consult
ora 

CONMA
S S.R.L., 
Auditorí

as 
Externas

-
Organiz
ación y 
Adminis
tracion 
Contabl

e-
Prepara
cion y 

Evaluaci
ón de 

Proyect
os-

Asesora
miento 

Tributari
o   

Asesora 
Consultora 

CONMAS S.R.L. 
09/01/2006 

30/03/2
007 

1 año 
21 días 

22 

AUXILIAR JUZGADO DE 
PARTIDO PRIMERO DE 
FAMILIA 

Tribunal 
Departament
al de Justicia 

de Oruro 

 

Auxiliar Juzgado 
de Partido 
Primero de 

Familia 

15/06/2001 
15/06/2

002 
1 año 24 

TOTAL DE AÑOS DE EXPERIENCIA 18 AÑOS 4 
meses 

 
 
 

AUTORIDAD DE NACIÓN Y 
PUEBLO INDÍGENA CAMPESINA 

 

Lugar  ACREDITACIÓN 
Ubicación en 
carpeta ( A 

FOJAS)) 

Cargo    

 
Formación Profesional 

FORMACIÓN PROFESIONAL 

GRADO 
ACADÉMICO 

(Licenciatura/D
iplomado/Espe
cialidad/Maestr
ía/Doctorado)  

(empezar por el 
ultimo) 

Área de 
formación  

Denominativo del 

título, diploma o 

certificación  

Institución - 

universidad 
Lugar  (A FOJAS) 

Curso 
Especializado 

Defensa 
Legal del 
Estado 

Redacción Jurídica 
V.1 -2023 

Procuraduría 
General del 

Estado – 
Escuela de 

Abogados del 
Estado -2023 

El Alto  27 
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Programa 
Obligatorio 

D.S. Nº 2739 

Defensa 
Legal del 
Estado 

Gestión Pública y 
Defensa Legal del 
Estado 

Procuraduría 
General del 

Estado – 
Escuela de 

Abogados del 
Estado -2022 

El Alto 28 

Diplomado  
Derecho 
Procesal 

Civil 

Nuevo Código 
Procesal Civil 

Universidad 
San Francisco 
de Asís -2016 

La Paz 29 

Diplomado 
Derecho 
Procesal 

Penal 

Derecho Procesal 
Penal Forense 

Universidad 
San Francisco 
de Asís -2016 

La Paz 30 

Diplomado 
Educación 
Superior 

Educación Superior 
Universidad 
Salesiana de 
Bolivia - 2015 

La Paz 31 

Diplomado 

Derecho 
Tributario, 

Aduanero y 
Municipal 

Gestión Tributaria, 
Aduanera y 
Municipal 

Universidad 
Salesiana de 
Bolivia - 2014 

La Paz 32 

Curso 
Especialización 

Derecho 
Aeronáutico 

Derecho 
Aeronáutico 

Asociación 
Latino 
Americana de 
de Derecho 
Aeronáutico -
ALADA 
Argentina -
2012 

Buenos 
Aires 

33 

Maestría  
Derecho 

Administrativ
o 

Derecho 
Administrativo 

UMSA- 
Universidad 
Castilla La 
Mancha de 
España - 2004 

La Paz 34 

Especialización 

Liberación y 
Privatización 

de los 
Servicios 
Públicos 

Gestión de los 
Servicios Públicos 
en el Marco de la 
Nueva Economía 

Universidad 
Castilla La 
Mancha de 
España - 2004 

Toledo 
España 

35-36 

Abogado Derecho 
Abogado en 

Provisión Nacional 

Universidad 
Técnica de 
Oruro - 2002 

Oruro 12 

Licenciatura Derecho 
Licenciada en 
Ciencias Jurídicas 

Universidad 
Técnica de 
Oruro - 2002 

Oruro 26 

Curso 
Especializado 

Derecho 
Prevención de la 
Violencia 

Escuela de 
Gestión 
Pública 
Plurinacional - 
EGPP 

La Paz 37 

Curso 
Obligatorio 

D.S. Nº 2739 

Derecho 
Constitucion

al 

Efectos Vinculantes 
de las Sentencias 
Constitucionales 

PGE- Escuela 
de Abogados 
del Estado 

La Paz 38 

 
Producción intelectual - Publicaciones u otros 
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PRODUCCIÓN INTELECTUAL - PUBLICACIONES U OTROS 

Nombre de la 
publicación 

Nombre del 
autor  

Fecha de la 

publicación  
Editorial 

Lugar de 

impresión 

Ubicación 

en carpeta 

(A FOJAS) 

Proceso 
Contencioso 
Contencioso 

Administrativo y 
Medidas Cautelares 

Norma 
Velasco 

Mosquera 

Febrero- Julio 
de 2023 

Escuela de 
Abogados 
del Estado 

El Alto – 
La Paz- 
Bolivia 

51 

Contrataciones 
Estatales 

Norma 
Velasco 

Mosquera 

Febrero- Julio 
de 2022 

Escuela de 
Abogados 
del Estado 

El Alto – 
La Paz- 
Bolivia 

52 

 
 
 
 
 
 

Firma del postulante 


